
SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

Ha decidido

Dencgar el amparo solicitado por don Jolm Un¡,¡ehukwu.

Publíqucse esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado}),

En atenoión a todo lo expuesto, el Tribumil Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NAC!ÓN
ESPAÑOLA, .

L~lis de los Mozos y de los Mo.~os, don Alvaro Rodríguez Hereija y don
Vlccnte Glmeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado •

Da9a e~ Madrid a (res de octubre de mil novecientos noventa y
u,no.-l-ral1c~sco Tolllás y Valicnte.-Fernando Gareía~Mon y González­
¡~cgll~.ral.-;Carlosd,c la Vega Benayas.-JesÚs Leguil~a Villa.-Luis López
(HIC! 13.-\ Icente Cnmeno Sendra.-Flrmado y rubncado.

la siguiente

En la cuestión de inconst,itllóonalidad núm. 2.52'8/1989, promovido
por la Sala de lo ContenCIoso-Administrativo (Sevilla) del Tribu¡,¡ai

~i- ,- ._. . . "__. -M.~rte~¿.~o~¡~e~2~~.J2~} . .~º!i"~Q!!~_2_§.?.:_~1?I~IE~~!?_

prcvia ~\~!~iencia de~ misml ~n su condición ~e procesado, como ordena 3. La segunda cuestión a resolver e'n el presente recurso es la
el all. }thA LE.Cnm., lorc¡¡crto cs que dldlO trámite el interesado relativa a si el recurrente de amparo ha sufrido indefensión como
ciu(bhn()~xtranjero,110'1',,1\1\0 asistido. Letrado ni de intérprete: consecuencia d~: no haber estado asistido de intérprete en el trámite de

Es preCiSO, pues, que ¡ 1dagucmos la rcalidad de las irregularidades au(hcncIa prnrlsto en el art. 504.4 L.E.Crim.
groctS'd.C.'.' ~1:.~n~In(~lad.. as Y.'u ~;vcn(.ua.1 rd.cVa¡KI~ cor!.stitul'ional, eo.n el La exigcnciade intáprete ~n' 01 proceso penal para todas aquellas
J 111 ck [JÜhUCl di la feglt¡ mclad de la prelenSlOn (JC amparo que el p~rso!las quc desconozcan el IdIOma castcHano, según ha declarado cste
dcrnandante nos formula. Tribunal en las SSTC 5/1984. 74/ J987, 71/ ¡988 v 3011989 deriva

2. PUf lo que' cOnCier{le al primero de los reproches denunciados, d'rectal~1cntede la C:0nstitución, que reconoce y garántiz;¡ los derechos
que se refiere a la viola, Ión dd derecho a la asistencia letrada en a no sutnr mdefcnslOnJart. 24.1) y a la defensa (mt. 24.2). Tal exigenCia
concxión.¿:on el derecbo la no indefcnsión (arts. 17.3 y 24. ¡ de la es, aSlmlSmiJ, reconocida tanto en el ar!. 6.3 e) del Convenio para la
Ccnst!luclOn), es ObhgadOlhacer algunas precisiones previas. Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamelitales

En primer término, es 11 eeesDrio distinguir. ton arreglo a la doctrina como,c.n el art. 14.3 f) del Pacto !nternacionalde los Derechos Civiles
de este Tribunal (por todals, STC' 196/l 987), entre la asistencia letrada y PoI¡tIcos, que garantIzan el derecho de toda persona a ser asistida

;'1.1 .dC....tl.c..nidO cn la.s diligene.~ih'S. P... oli.cia..les. y j.Uij. ic¡r.ll'~>s, (.¡ne'.la Constitución gratl!ltamente de un intérprete si no comprende o no habla la lengua
reconoce en el apartado de! art. 17 como una de las garantías de! empleada en la audienCia [art.~) c)], o en ~I Tribunal [ar1, 143 'f)J.
derecilo a ia libcrtad'flerso lal protcgic!ocn el apartado I de este mismo ASimismo, el ~rt. 398 de la L.E.Cnm.,.en relaCIón con los arts. 44CJ, 441
anícu10, :t la asistencia le rada al irnplllado o acusado que la prapia y 442 de la misma, cstablece que si el procesado no conociere el idioma
COl'lstl1uclón contempla c 1 el arL 24.2 demro del marco de la tutela cspaúol ,se nombrará un intérprete, qlleprcstará a su presencia jura-
judi(.. ial ef(xtiva y del lerCChoa un proceso debido. Es(a doble mento de conducirse bien y fielmente.
Pr0YCL.".CiÓl" con..sü.tuCiOn¡..tl el. (lcrecllt);l.la.as.~.s.. tcn(..ia letrada, que g.l.lar.. I.ia En C;I presente caso, según sc hace constar expresámei1te en el Aula
p;¡rakiJsmo con los textos nternaclOnales SOl1,C la rnatena (así, el art. 5 de ,9 de novIcmbre de 1987,la Audiencia no procedió a designar
del (EDil y los arts. 9 y i del PiDeF), impide determinar el contenido lI1tcrprctc, «pues uno dc los 111!embros del Tribunal conoce perfecta..
escnclal del derecho a la ; sistencia lctlada en una lectura y aplicación mcnte l~ lengua inglesa y llevó a. cabo sin problema la íabor de
conJl).nta de los Citados ajls. 17.3 y 24.1 (le la Constitución. Oc ello traducclO!1, tanto sobre lo que el Pr~sldente del Tribunal les preguntaba
I:csu!la que, en el presen~(1 caso., la denunciada infracción del derecho come: las, contestacIOnes de los mculpados», y rechazó la alegada
tUlldal1ienlal a la aSlstenCl~lctrada ha de cnmarcarse, no en el art. 17.3, II1dcfenslOn porque «los lllculpados fucron oídos en el idioma en que se
como sc hace en la dema da, sino en el art 24.2, habida cuenta del cxpr~saron y perfectamel~te entendIdos». Este enterio mantenido por la
lrán:ite procesal en el quc. se afirma que ha tenido lugar la pretendida AudIenCia para rechazar la procedencia del nombramiento de intérprete
IeslOn del derecho a la aS1ltenela letrada. al hoy recurrente car~ce clertamentc de fundamento y no se adenia

En segundo término, la '¡sistencia letrada se configura en. la L.E.Crim. estrictamente alas eXIgenCIaS constitUCIOnales antes expuestas, pues el

dc.,.fo.. !.ma..p.receptiva el.1. de el.-ll•.1..inad.OS' sllpuest'J§, .ta.I.lto pa¡·a. los.. de,t.e'n.I'- nOll1bramlent~)de mterprcte, además de ser una medida necesaria para
dos o presos -Elrt. 520.2 e) ,como para los imputados, designándoscles la comUlllcaClOn entre el Tribunal y el Il1culpado, es ante todo un
Aboí?ado de ollclo cuando no. lo hubiesen nombrado por sí mismos y lo derec}lO .~onstitucional reconocido a los inculpados para evitar su
soheilaren o cuando no t IVlelTn aptitud legal para hacerlo. En todo Indelensl?n y supone además una garantía de objetivídad en el
caso, cuando la causa lIeg le a estado en que se necesite el consejo de cumpll,n1!ento de la función, a cuyo fin la Ley exige que el intérprete

Lctn.ld.o.-, o.... ha.Y:a d.e l!1le'll.taf,s..e.a¡gún .rCCl.U.".S.'o.C1uc...h.iC.'i.,~.re iIld..is.pcnsabIC Sl.l preste Juramento en prescnCla dclmculpado (art. 398 en relación con el
actuaclOll, cl Ol'gano judlcl< 1correspondiente debe requerir al interesado 440, ambosdc la L.E.Crim.).
para quc de,,¡;nc- Letrado nombrarlo de oficio si, una vez requerido, No obsta.nte todo ello, en el presente caso ha de rechazarse el amparo
aquel 110 lo hiCIese (arts, 118.4 y 778 L.E.Crim.). Ahora bien, el hecho que se nos ¡JIde, ~ues el solo hecl:o de la irregularidad procesal.advertida
de ¡Jodcr comparecer pérspnalmentc antl; ur.l Juez o Tribunal para la cn los tcrmmos dlellOS,. con ser ciertamente criticable, no ha comportado
rea!Jzaewn de actos proce.'s~lcs, en los. 9ue. 1.10. se e.~Ige. con.lOP.resupuesto en SI mismo Il1dcfenslon con relevanCia constitucional. En efecto, en la
de suvahdez la aSistenCia ,letrada, no ImpIde el ClerClClO del derecho de dema.nda de amparo no se acredita ni se dice cuáles han sido los
~sislcncia letrada~ i~cluso lfl.procedencia de nom[)r~mientode Abogado pel)lJICIOS que, en el plano de su dcrecho de defensa, el recurrente ha
ue ofiCiO cuando as¡ se solit¡.e y ello resulte necesano, puesto que, como sufndo. por no haber sido asistido de intérprete nombrado al efecto, v
ha dcclarado este Tribu.n']1 (STC 47/1987), el derecbpa la asistencia l1! SiqUIera s<; declara que en el trámite de audiencia, .pese a la labor de
letrada tIene por finahd d asegurar la efectiva realización de los traducclOn realizada por uno de los Magistrados de la Sala, el recurrente
l?rincipios de . igualdad de partes y contr;ld~cción, que imponen a los no comprendiera su significado,. álcancc y finalidad, o que no pudiera
organc:s JudiCIales el debel POSItiVO de elmnnar desequilibri08 entre la fonmi1ar, por dIficultades del. Idioma, las alegaciones qne estimaba
pOSIClO!1 procesal de las p Irtes. . pertl!1entes, o que en la decisión de prolongar la situación provisional

En.aplicaeión de la doc rina antecedente, debernos afirmar que en el hubiera mf1ulclo, dmecta o ll1dlrectamcnte, la conducta pasiva o errónea
caso oc autos no es pOSible aprecwr lesión del deréchoa la asistencia del l!1culpado. La AudienCIa cometió, pues, una irregularidad procesal
Icuada (an._ 24.2 de la Cjo~stitUCión) n! indefensión. alguna del hoy pero de la nlJSma no se deduce, ni desde luego se acredita en l~
r~currcnte.. En cfc~t(), en e1tranllte de audienCia previo a la prolongación demanda, quc el recurrente haya suli'ido indefensión alguna,máxime
oe la pnswn proVISIOnal p eVlsto en cl arto 504.4 L.E.Crim. no se exige, clIando, como antes se dijO, en cl presente recurso no se discute la
como P~'í"su¡llIes¡o necesar'o para la validez del mismo, la preceptiva legalidad de la prolongación de la prisión preventiva adoptada.
aSiStenCia letrada al mc lpado, por Ii) que, desde la perspectiva
estnc!amcnie )Jrocesal, en. as resoluciOl~esjudiciales ahora impugnadas FALLO
Il~ c~lbe apreCiar anomalt~1 o Irregu!andad alguna en relación COn el
tramlt~ s~gll!do. para acor.qar la prolonga.·ción de la prisiónprovisiona.1
d..:;II«(UlI,;ntc. De otra parre cl recurrente de amparo no hIZO uso de su
derecho a la asistencia lctr~da ni solicitó, como pudo haber hecho, que
cn (!Icho lramltc de. audliencla cstuviera prcsente para asistirle su
Ab~)gado dcí'.:;nsor. Por último, ni en la demanda de amparo, ante este
Trmunal, 11l tampoco antd en los recursos de súplica y queja formula­
dos por el demandante en¡la vía judicial, se razona en qué medida la
Eilla de asistencia letrada ocasionó indefensión al recurrente. En este!
se.'ntido., es.~reciso recOl.·dar ele un lado, que la f.alla 0.e asistencia letrada.1
n~ .1!1;P~?1O al hoy .recurr 'nte. lfltcrpO!1cr reeurso de súplica ante la ¡
!1dSI,la ""la; y de olro, q le mnguna .dudaconstltuclOnal se formula
acerca de la pro!ongación de la prisión provisional a.sí ac(~rdada, por lo I
q.l!c. es.mau9able que la nhvOCaCIÓl1 de los derechos eonstitu~ional es ¡
puramente lormaltsta. I '. ., 1

I
I

Plcno. Selllentia Ul'9/1991. de 3 de octubre de 1991.
Cucstión de idconsiilllcionafidad 2.528/1989. En relación
con dctermina'do inciso del arto 25.3 de la Ley 13/1987,
de 18 de (IlCl~mbre, dc Ordcnación de las Comunidades.
Votos parliCIII¿¡res.

, El Plell(~ d~l Tribunal C0nstilucionaI, compuesto por don Francisco
romas y valiente, PreSide/He, y don Francisco Rubio Llorente don
l:'crnando García-Mon Gqnzúlez Rcgueral, don (:arlos de l¡l 'Vega
¡knaya~, don Eugemo Dü/z Eimil, don Migue! Rodríguez-Piñera y
Bravo t-eJTeJ, don Jesús Leg~ina Villa, don Luis López Guerra, don José

I
I,
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por hUpU(:sta
fiúi)lico» de'! illt 25, 3. (Í(:; h~

d!.' las~ rcIecorrnH1~(~H, ..:.;onf~s, de íg ¡}.;

V"!il1ef'J.f:!U!1 de tO~.;jns. ¡ 4 20 de ia ('ons.tliu.cjón. }~ar;
C;.:;:'oer.a! dc~ [~lado '/

., ~ /,:1 ~--?~:i":~Y;YS" qu,k~u expu;s~:: t~~

2. I)e dicho :'\U10, y de las actuaciones rcnl.¡tida~;, ~e desprenden los
siguienles datos corno antecedentes que hnn de considerarse:

a) El j\uto cuestir nado se dicta en el recurso contencinso-adrnirús­
trmi va de protección j ¡risdicciona! de los derechos fundmTlentales de la
persona previsto y rcgl lado en la Ley 62/ 1978"de 26 de diciembre, que
plantean don Elüy Pi! 'do y dos más, todos ellos titlllares de videos
comunitarios instalad, s y en funcionamiento en la ciudad de Huelva,
contra la Resolución d' 1Gobernador civil de la localidad, de 4 de mayo
de 1989, en la que de forma idéntica para los tres les dice, sin haber
razóÍ1 para dudar de su veracidad, dice el Auto, que el «eableado» de sus
vídeos comunitarios s extiende por los edificios, calles y barriadas de
la zona donde se cn~ucntraninstalados_ A· COl1tinuación razona la
Resolución qne, en ap icacióndci art. 25.2 de la Ley l/! 987, su vídeo
comunitariosc conside a televisión por cable con utilización de dominio
público por cruzar losl mismos las vías de csta naturaleza y por ello
necesitar para su flmcif,namiento concesiÓn administrativa, sin que.sea
factible su otorgarnien o por razón del tipo de instalación. La parte
dispositiva de la resolu 'jón requiere a los interesados para que en corto
plazo desmonten el <'G bleadm> del vídeo cornunitario que atraviese las
vías públicas, de forma que, bien desaparezca la instalación dejando así
de emitir, o bien lo e nlinúen haciendo sólo en manzana urbana de
fincas colindantes.

b) Tramiü\do G! p oce50, y antes de dictarse Sentencia, al amparo
dcl art. 35 de la Ley )rgánica· del Tribunal Constitucional, se dictó
providencia el 18 de s pticmbre de ¡989 para oír a las partes sobre la
pertinencia de Plantea'l cuestión de inc.onstit..uci~nalidad respecto del
art. 25 de la Ley 31/1987, mostrando su conformidad !os actores en el
proceso contencioso y su oposión tanto el Fiscal como el Abog;.¡do del

Estado. l
3. La dudarle cons itucionalidad del inciso normativo (ar!. 25.3 de

la Ley 3!/ 1987) cuesti' nado se fimda por la Sala de Sevilla en las
sigu.'ienles ra,l.o.m:s: a) C~. nsideraen. principio que el Gobernador Ci:.¡l ,..de
HucIva obro ,kntro della Iegahdac! estncta al ordenar el nerre ,je lOS
vídeos cOilJi.mitarios qUf tendiesen SL!S cables de transmisión de imáge­
nes a las vlvl,~m-¡as o lo~alcs de sus clientes cruzando u ocupando la Vla
pública. ya q,le según 1 ~ preceptos transcfitos de la que esta actividad
n:querfa concesión administrativa del Estado, mientras que de nous~r

instalación que ocupe 1-· vía pública, esta actividad seria correcta sm
neccsid,ad de concesión niguna.

Consecuencia de lo anterior es que la estimación de recurso de
pro1ceción jurisdieciona de los derechos amparados en los arts. 14 y 20
r 1 a), h) y d), 4 y 51 de!- Constitución, formulado contra una actuación
administrativa !egalmel te conecta, requiere la previa (kdaración de
inconstitucionaiidad de los preceptos que se aplicaron.

b) Sé ai1ade que ¡'cueslÍóu que plantea debe tener la menor
extcnsión posible en el ~en¡¡do de limitar la propuesta de jncon·;titucio,
nalidad al lcxto de la legislacion que examina indispensable para la
estimación dd recurso ql.le se ha formulado, y para dIo es posible
reducir el enunciado dd la primera providencia en que anunció a las
parles el propósito de pll'mtear esta cuestión en relacIón a los apartado:>
1.0 y 3." del art. 25 de !a~menC¡OnadaLey, a sólo un párrafo del apartado
tercero y en concreto a 'I.la sola frase del mismo, aquélla que dice «sin
utilizar r! dominio p'" b!icoI) de forma que el mismo permita la
cünsidera(:ión lc'ga! (h.~· n) con~;iituir televisión la tr3.nsrnisión de imáge~

nes en ¡nstalacioD'~ssin .ouexión a redes exteriores que presten servici,)
en un vehículo. inmue .. ie o manzana urbana de fincas colindantes,
resultando por eHoya i-relevante el que la rcd.de cahies de Ci)munica~

ción para la prestación el servicio ocupe o se instale a través de la vía
pública y por ello per.nitidos los vídeos .comunitarios,lal como se
encuentran en la aCtuali ad, sin necesidad de previa obtención de una
concesión adillinistrativ .

c) Considera que la fh¡se anles indic;lda o la exigencia de concesIón
de la .Administración estatal para un vídeoeomi,milario por elhec/J.o de
cruzar o utilizar sus insblaciones por cable la vía pública es contraria
o vulnera el art. 20. ¡ a) ~(~ la Constitución que crmsagra el Wnta.s veces

I
I

I
I

I
I
I

I

I

1

1

C(H;,~Ji!u('H))E1¡ (~(Hn() dcrcd.l0 {l.¡p(hnnental
constitncio:cal de ia de

üm¡i3Cl()n

4. La Sección S,:,gunda de este Tribunal, en providencia de 21 de
diciembre de 1989, acordó tener por recibidas las precedelltesactuacio­
nes ele la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía y adnlitir a tnímite la cuestión que
promueve la referida Sala, por supuesta inconstitueionalidad del párrafo
quc literalnlente dice ({sin utilizar el dominio público» que se encuentra
en el apartado 3 del ari. 25 de la Ley de Ordenación de Telecomunica­
ciones 31/ i 987, de j 8 de dicic~mbre, por poder ser contrario a los arts.
:W v 14 de la Constitúción, dando traslado. de las actll~.eiones al
Congreso de los Dipuii¡dns y al Scnado, por conducto de sus Pr~sidel1tes;
al Gobierno, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Fiscal General
del Estado, al objeto de que, en ei improrrogable plazo de quince días,
pucden personarse e11 el procedimiento y form\liar las alegaciones que
estirnare convenientes. Asimismo se ordenó publicar la incoación de la
cuestión en el «Boletín Of)eial del Estado» para genera! eonoómiento.

5. El Congreso de los Diputados, en escrito de Hl de enero de 1990,
comunicó a eSle Tribunal que, aun cuando no se personará en el
proccdimiento ni f(¡rmulará aleg,wiones, pone a disposición del Tribunal
las actuaciones de la Cárrwra que pvcda precisar y remitir a la Dirección
de Estudios y Documentación de la Secretaría Generúl.

El Senado, en escrito de J6 de enero, solicitó que se le tuviera por
personado, ofreciendo sueolaboración.

1
6. El Abogado del Estado formula en tiempo sus alegaciones y, al

efecto, dice, en principio, que Ü!lta en ia presente cuestión el debido
'juicio de relevancia, es deór, el esquema argumental del que resulta la .
dependencia entre el fallo del proceso a qua y la validez o invaiidez de
la norma cuesíiolwda. En el fundamento de derecho .primero e1e1 Auto
de piante:unicnto, ',z¡ Sala. limila la cuestión de insconstitlltionaíidad «a
un solo párrafo del apartado tercero (del ar!. 25 de la ley de Ordenación
de las Te!ecomunicacionc~;) y en concreto a una süla frase del mismo,
aquella que dic(: ({sin utilizar el dominio público,; de forma que eJ
mismo permita la. consideración lcgaLde no constituir televisión ia
transmisión de imágenes en instalaciones sin conexión a redes exteriores
que presten servicio:> en un vehícúlo, inmueble o mauzana ur15ana de
fincas colindantes, resultando por ello ya irrelevante el que la red de
c¡¡bles de comunicación parab prestnción de! servicio ocupe (1 semstale
a travésde la vía pública y por ello permitidos los vídeos comunitarios
tal como se encuentran .en la actualidad sin neceSidad de prevIa
obtención de una C(lflccsión administrativa;>, .
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c.t, no sólo s'm derechos li.indamcntak;; de cada persoml; sino
~\tarnbién sjgí~ihcan el reconoeirniento y garantía- de.. la opinión
libre; elcmenlO imprescindible del pluralismo polj!ico en !Jn
deIPLocr{¡lico~ ouc por lo rriÍsn1ü trascienden el ;~ig:nifica~o

propio de los cJemás (SS fe 6íl98 L
Y 51/1989).

El Auto de pla¡¡li:amiento invoca, el ar!. 14 CE Pero t~;lll

inv-ocación~ esta. partc j carece de
un t.énninü de cOInpar:.-ición que

·cuestimndo el parámetro de! out. e.E
levementcs;,; esboza careee de mínimo desarrollo v ci
t;on/5 no reúne las condicioncs precisas. La oClJpaé¡ón de la
es un clemento dílhencial dc suficicnte trascendencia, qnc .1,",,,1,11("",
todo. caso, el diverso. régimen jurídico aplicable a dos
distintas. Nó hay, PUloS, discriminación contraria al principio d"
igualdad.

Por ello, solicita la desestimación de la presente cuestión de
inconstitucionalidad.

7. El Fiscal general del Estado, en su escrito de alegaciones, formula
las siguientes:

Los vídeos comunitarios, que en la actualidad carecen de una
nOrllIativa espccífica, puedcn reunir earactcrísticas muy diversas entre
sí. Si las grabaciones que se transmiten han sido previamente confeccio­
nadas por los responsables de los mismos, con posibilidad de incluir
espacios informativos, políticos y de opinión, poco se distinguen de la
televisión privada, aunque su ámbito sea necesariamente reducido. En
tal sentido, la normativa aplicada tendría plena Imón de ser, y la
libertad de expresión e inforrnación que se postula no sería óbiee para
la necesaria concesión adnYinistrativa,. aunque la infraestructura de
dichas emisoras no permita su coneesióIl.

Por el cOlltrario, son más frecuentes los videos comunitarios que se
limitan a la transmisión d,,) peliculas o tekfilmes, por lo general
previamente alquilados. En estos supuestos, se hace dificIl su conceptua­
ción C011"l0 verdaderas «emisorm;»). Se trata m<is bien de un servicio
cinemalogrMico a domieilio, previo pago de su importe. La analogía
más cercana serían Jos localcs de reposición de películas(~omcrc¡a!es,

En este último supuesto, se hace ditkil, incluso mediante 'Una
interpretacióndc la legalidad favorable 11 !¡¡ efectividad del derecho
fundamental, (:!l1cnder qucnos encontramos ante un verdadero ejercicio
dc las libertades de expresión o int()rmación consagradas en el art. 20 de
la C.E. Entiende el Fiscai 'que t¡¡les actividades sc centran más en el
1erreno del espectáculo que en ci de las libertades públicas.

1")0 obstante lo anterior, e independientemente de dio, hay que
rcconocer que mientras no exista Una lcgislaeión especifica que los
regule, noes fácil distinguir entre unps y otros sistemas. Ahora bien, tal
difkultad nace de una.laguna legal imputable, sin duda, lil legislador,
que, babiendo podido regular los vídeos comunitarios en la Ley de
Ordenación de las Telecomunicaciones o en la Ley de la· Televisión
Privada, ha preferido no hacerlo asi. Tampoco existe mm norrnativa
general de la televisión por cable. pUrs la misma es meramente aludida
cn el arL 25.2 de la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, sin exista un
desarrollo de la misma. Tales omisiones legislativ,¡s no producir
electos negativos en la esfera jurídica del ciudadano. 'y ;amquc no sea
misión de este Tribunal la de suplir las lagunas legales, sino más bien'
de depurar el ordenamiento jurídico dt: cuanío pueda resullar contrario
a las· normas constituei.onales, se debe procurar que las oscmidades

. kgislativas no enturbien el acreditado principio ín dubio Iíberlas.
Cita y repr,gduce el Fiscalelart. 25.2 de ia Ley 3i/1987 yel art. 4

de la Ley 10/1988, d~ 3 de mayo, qu~~_ dispone que «el objeto de la
eOnCeS1011 admmlstratlva (de latclevlslOrJ pnvada) será la emisión dt:
programas con una cobertura nacional;,; lo cual le IIcva a la conclusión
de que la configuración que hace cl Gobicrno Civil de Huelva de los
vídeos comunitarios que utilicen cl dominio público para extender su
a.lcance hasta una barriada como una emisora ,de telcv·isión privada por
cable supone Ulla extensión analógica íllllla/all! partcm para los titUlares
c;c dichas expio,taciones. A juicio del Fiscal, la interpretación integrada
(le la !eglslaclOll vigente cn este momento permite excluir a los
mencionados vídeos comunitarios de la calificación de televisión por
cable; pues cabe un entendimiento de la legalidad que así lo abona, al
traJarse palentc.mentc de supuestos diversos, aunque sólo fuera por su
amhilo de acelOn.

. En consecuencia, cabicndo una interpret¡¡eión de la ley que aúne los
lrl1erescs del Jucgo y permita un resultado acor(h~ con las normas
constiWcionalcs, no sería necesaria la declaración de incoll5titucionali.
dad del inciso cIclart. 25.3 aquí cuestionado. Y es que, en rcalidad, más
que ünsupucsto de inronstilucionalidad de la Ley de (Jrdenación de las
Telecomunicaciones, lo que se plantea en el presente caso csuna laGuna
legaL esl,o C::i) la f¿lHa d,~ nórrnativa especifica aplicable a los vídeos
cOITlllnitarios; que constituycn un fenómeno sil) duda distiMo a la
!ckvi:sión privada por-cable.' La.aplicHi}ión a aquéHos de una H(;TrnaÜva
ln:1dccuadil e, io que provoca las disfunciones en el
pnéscntc caso. Con ello no quiere dccin;c que la cJd dominio

. La Sa!a proóonente in·l.me aquí en un ci'wr .que atecta al llamado
juicio d\.'> rckvúnciH. Segú. rc:a.dt3 de I~¡s. actu~H.:jones, las resolucio:ne~
del Crobierno Civii de Huelva que fúeron rcciJrridas af(~ctan a videos
cOll1unit1fios que emiten ) transmitcn «para un ámbito que
excede <id de una rnanzan· urbana dc 11l1cas colindantes». Así se infiere
del segundo p¿rraro de las antes citadas resoh~ciones, sin q~tC -C0010 la
propia Sala reconoce-·· ha) a razón para de la veracIdad de este
hecho (fundamento jundi o prirncTo del

Más mín. Se trata de un hecho que es recollot;ldo sin ambages por los
recurrentes en el process contencioso-administrativo. Ei argumento
tLinda~nen(al'~uec1esarro.1 b¡tn en sus e;;crit(;s ('(msiste~:n que «el aeuerdo
rccurndo eonílcva a la absdlluta desapanClon de los Videos COll1umtanos
de mis representados al 01 !igarie a que su ámbito de difusión no vaya
más allá de un simple blo ¡lIe de viviendas... ),. Sobre estas bases, en la
demanda puede leerse que «la diferencia entre e! vídeo comunitario y la
television no depende del número de viviendas que. lo reciban ni del
número de bloques unido ni por crUzar o no la vía pública...».
. En suma: Los vídeos c muni1arios a que se refieren las Resoluciones
recurridas prestan servicio en un ámbil() qÍle excede al de una manzana
urbana de fincas colinda tes. De manera que aunque este Tnbunal
declarase la invalidez po inconstitucionalidad de la expresión «sin
utilizar cA dominio público» que secontienc en el art. 25.3 de la Lcy de
Ordenación de las Telcc municaciones, los citados vídeos seguirían
teniendo la eonsideración e televisión yen nada se verían afcctadas las
Resoluciones en su día die adas por el (]obernador civil de Huelva. En
el presente caso,. la anulación del inciso legal al que se ciñe la cuestión
de inconstitucionalídad no tendría ninguna incidencia en eIsentido del
fallo del proceso a quo. La Sala proponente no manit1esta ninguna duda
acerca de la legitimidad c nslitueional de la WllSecuencia jurídiea que,
a SCI1Slf contrarío. se despr nde del art. 25.3 de la Ley de Ordenaeión de
las Te1ccomunicaeiones; saber: Que tendrán la consideración de
televisión las· emisiones transmisiones de imagen realizadas por
instalacioncs que sin cono ·ión a redes exteriores presten servicio a un
¡¡mbite territorial que ex ·eda al de una manzana urbal1a de fincas
colindantes. Y este es prec samente el supuesto del presente .caso, cn el
quc lacmisión o transmisi- n de imágenes por cables «se rcaliza para un
ámbito que excede del de una manzana urbana defineas colindantes»
(vid. Resoluciones de 4 d mayo de 1989), Se está, pues, c,n presencia
de emisiones que tienen co lsideración dc televisión, esto es, de servicios
de difusión cuya prestaei<' n en régimen de gestión indirecta requiere
concesión administrativa art. 25. ¡ de la Ley de Ordcnaclón de las
Tciecomlmieaciüflcs, C\lYa~onstituciona¡idadno se discute por la Sala).

En cuanto al fondo, el , bogado del Estado alega que la Sala entiende
que no debe tener la eonsie eración legal de televisión la transmisión de
imá¡¿.c~es en insta!aciol1es;iu c.oncxión a relie,! cxterior.es que presten

SC.I.VI•."'IO.' .e.•. !1 un VC.'Jo.,',.C..IJIO, 11111Ue!Jle C.' .!Y;' •.'.ll.',.•z?,.r.¡;.,.,.'•.•U.•,..'.l)a. ;l.,.,. d.C. tl.n.,'<'s eo.!I.n.da.!l­tes, aunque (da red de ca les de comUl1lCaclOnpara la prestaclOn del
servicio .ocupe o se instalo a través de la via pública), (fundamento
jurídieo tercero del Aula d planteamiento). Se pretende la declaración
de ineonstitueionalidad dd inciso «sin utilizare! dominio público», que
secontiúle en el párrafb p hnero del art. 25.3 de la Ley de Ordenación
de las Telecomunicaciones Este es el único problema suso;-itado en el
autade planicamiento, que nada tiene que ver con los hechos debatidos
en el proccso contencioso administrativo y. cuya resolución por este
TribunaI'no tendría ningu .a incidencia en el sentido de! fallo judicial
que .se. pronl1nrie. Pero e planteamiento del que, parte el auto .. de
promoción cartee de lo a consistencia. La expresión «dominio
público», coMen ida en el alt. 25.3 de htOrdenación de las Telecomuni­
cacioncs no puede entende ·scexclusivamente referida a las vías públi­
cas.. También eabc aplicaja al dominio pút.11.ico rao.'ioeléctrico.. Pues
bicn: .A partir de la STLf 12./1982 (fundamento jurídico 3,°). este
Tribunal menciona tres lios de límites posibles del derecho a crcar
soportes o instrumentos de comunicación libre de sonidos o imágenes
no permanentes mediante ndas electromagnéticas.

El primero de estos lími es consiste en no impedir un igual ejercicio
de los mismos derccho~; P' r IQS demás ciudadanos. La segunda fuente
de posibles limilaciones der·va de la utilización de un bien que ha de ser
calificado como de domini,) público, el .espectro dc f¡·ecuencias radioe­
léctricas.,La asignación de ¡¡na frecuencia reprrsenta un uso. limitado y
eXc!llyentc de este bien d,· dominio rüblico, cuyo. áprqvechamiento
puede ~;er objeto de regullCión (SSTC 26/1982, fundamento. jurídi­
co 6.°, y 44/1982, fundameí to juridico 7.0). La "tercera fuente de Hl que
pueden brotar limites al de "Cehoj a erenr instnHIle!Jios de radiodifusión
de imágenes y sonidos es la disciplina internadonal de la radiocomuni-
cación.· : '

Al1ade que, después de Ifts SS'fC 74/1982 Y79/1982, la indivisibili­
dad dl~l problema de la lJ!amada televisión privada determina la
extensión dc la conclusión ,1 la que llegó laSTe 12/19.81, también para
la lelevisió~ po~ cable. l~O\lCllo, el derecho. a crear i~1strumentos de
I.·adJOdlf.U51On r.d. u.erza su ta<¡eta íflshtuelOl1.,.al.r,:).,mo l}1cdíO para .akanzar
un resu.ltado acorde con el plurailsmo dCmOeral!co. La necesana
intervención organizadora pe! legislador sobre la llamada televisión
privada presupone la deswp!ianza en que las !ibres ~ucrzas del mercaqo
sean capaces, por ~~.í solaS, de producir un. re~:~uhJdo congruente con lqs
imperativos consti!uc¡onalc, de! arl. 20 e.E. U/s libertades del art 20
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~~l)~~:--·---;.~c:va~~~~.[:::~~~-:::¡r.iz~~::-~e ningu.lladasc: sin.o.q;!e . administrativos impugnados en el recurso que ha .dado lugar a este
esta corresponder a los AYUl1tafl1ientos! en furnIa de heencIa proceso cotlstitucional, cabe afrontar ya la resolución de la duda de
administrativa,. cuya Of)lenciÓI1. d. ebe ser previa al. teI1dlc\0. de c.,a. bIes eonsiitlleionalidad que scp!antca. .

aéreo~; o subterráneos. I 2. Arltes de cntmr a examinar el fcJndo del asunt~ ,:s preciso
. .La conclusión a qUj llega clfisea! es la de la improcedencia d~ }a analizar y decidir previamente la alegación h(~eha por el Abogado del
prcscnle cucsfión de if¡(JOnstitucionalidad: pues cabe una Il1terpret~CI(?n Estado en el sentido de que falta en la prcscme cuestión el debido juicio

de la norrnaliva de telecomunicacIOnes y de la te!cvlslOn de relevancia, es decir, el esquema argumental dd que resulta la
privada que permite ex~~aer la CO!lSeCllencia ~e ~~: pt;,ed:1l eXistir otr~s dependencia entre el filHodcl proceso a qua y la validez O, invalidez
excepcIOnes <¡la tclevlslpn p.Ol caole que las.\xp.e,~am,:ntl,me,I:~IO~.~d'I.S de la norma eucstion;¡da. Pero esa objeción procesal no puede ser
en el art. 25.3 de !a [ley 31í 1987. Tal· excgesls hall<1 l~n<:cesaJ 1.. la acogida, de acuerclocn principio. con una interpretación flexible de

. declara\:.i.. Ó,11 de inc?l1s.ti~.leion_alidad d\:,lprecepto aquí c.u.eSllO.n.a.do;.pu<:~>s nuestra ley orgámea que se Jusl!f!ca por la convenIenCia de que las
el resu!tíiuo o!Jtel1ldo n sena contrariO a los arts: 20 l!l 14 de. la CE., cuestiones promovidas por los órganos judiciales encuentren, siempre
y permitiría a la Sal proponente de la cuestión dictar SentenCIa que sea pos!ble y sin mEnoscabo de los pres~!pucstos procesales que s?n
estimatoria en el pleit subyacente, SI así lo entiende procedente, sl,n de orden ollblico. una soluclOnpor sentenCia,. al obJeto de Cüntnbuu a
neccsidnd de acudir a 1étodos tan drásticos como lo (jue propone oc la depuracIón del.ordenamiento jurídico de preceptos presuntamente
expulsar del ordenami 'nto jurídico ulla norma prevlsta para otros inconstitucionales extendiendo así la fuerza vinculante de la c.E.
supuestos. gracias a una imprescindible cooperación entre órganos judiciales y el

En consecuencia, el Fiscal interesa se dicte Sentencia .declarandC?)a Tribunal Constitucional.
constitucionalidad del inciso dubilado, por caber unall11erpretaClOl1 Aoarte sin embargo, de ('se argumento pragmático, juega también
acorde éon las normas constitucionales, en los términos antecltchos. aquí 'la c¿nsideracióll de que, en definitiva, sólo aparece justificado

enteramente el rechalO procesal que se pos·tula por la Abogacía del
8. Por providencia del Pleno de este Tribunal ele fecha ,1 de octubre Estado cuando resulte evidente que la norma legal cuestionada no sea,

de 1991, se acoí'dó s Ilalar ddía 3 del mismo mes y aIl0 para en modo alguno, aplicable al caso o aparezca manifiestamentc!constitu­
deliberación y votaCiól de la presente Sentencia. cional (SSTC 17íI981,iQ3/!983,3íI988, 76í1990, 142/1990, 157íl990

y 27í 19(1). La revisión dcijuicio de relevancia tiene necesariamente9~e

realizarse a la luz de la· mterdependencJa eXIstente entre pretenslOn
II J<'umlamentos jurídicos procesal, objeto del prpceso yr?so!uciónjuqicial. Esdaroque para la.

Sala proponente se da eSa relaelOn e mterdependencIa, puesto que los
l. Es o!;ljeto de 'll presente cuestión de inconstituciona¡i9~d el actos administrativos que dieron lugar al proceso a qua encuentran su

inciso del apartado 3.° el art. 25 de la Lpy 31(1987. .d.e OrdenaCIO¡~ de cobertura legal en la disposición cuestionada y segun sea c!entendl­
las Tclccomunicacione' (LOT), que dIce «SI~1, utilizar el do.mlnIO miento constitucional dc~ (:5ta, es decir, de! art. 25.3 Ley 31í1987, así será
público». La propia Sal' de lo Contenci.oso-Adr!llnIstratIvo dd Tnbunal el sentido estimatorio o desestimatorio del fa!lo en d recurso canten­
Superior de Justicia de ndalucía (SevIlla) deJO patente su vol.untad de c¡oso·administrativo. A los cfectos, pues, deí juicio de relevancia, no
dar la menor extensión posible a la cuestión que planteaba, lImlta,ndo cabe anticipar una intcrpretación de dicho precepto ¡Jor parte de este
por ello la propuesta e ¡nconstitucionalidad a .Ia ,n~cncl~~1a~a trase Tribunal- bastando con que la Sala que cuesilona constitUCIOnalmente el
(Auto d,~ 15 de noviem ¡rc de 1989, fundamento Jundlco 3. - Con ello, precepto'entienda, cn"~'l ámbito de su competencia, que .l~ validez del
la Sala "roponente redujo el contenido de su providencia de l 8 de inciso que cuestiona puede ser determmante para la deClslOn del caso y

v . 1 I t d así lo razóne suficientemente, como se hace en el Auto en el que proponeseplicmbre de 1989, en la quc anuncia J3 a as partes su propOSI o e
planlear la cuestión de nconstitucionalidad en relación a los aparlaetos la duda a este Tribunal (STCI7íI981),

1 " Y 3." dd art 25 de~la LOT. 3. Una vez rechazada esta objeción formal, procede estudiar el
Con el fin de de!in itar claramente la cuestión, conviene recordar fondo del asunto y esclarecer si la norma cUe~tionada vul!!era 1?5 art~.

ahora lo establecido p l' el art. 25 de la LOT: <<1. Los servi,!ios. de 14 y 20 de la C.E., para lo cual es prCCISO exammar el arL 2).3 de la LO f
difusión. son s.ervicios e ~e1.eco.nllll.~icación en los que ~::r,cort.JUl1lC~cl.Cll1 in illlcgrllnt, ya que no se p!.icdc interpretar un texto ~cg~l del_modo en
se realiza en un solo se tldo a vanos puntos de recepuon slmultanea- quc se propone, esdccir, desconectando y aislando un mClso o Iras\'; (!llSI
mente. La prcstación el régimen de gestión indirecta de estos servicios lola !egt; jJcrspccta) dd contexto en el quro se mtcgra de un modologlco­
requerirá. con.cesión a~.+linistr~tiva: 2. L.a telev~sión tel1dr.a.··~iempre la normativo.
consideri¡CIÓil de SCTVIClo de dlfusiOn y en mngun caso podra prestarse Lo que el art. 25.3' de la LOT hace es excluir del· concepto de
como servicio fina! o v~lor ai1adido. Se entiende por televisión la forma televisión, considerada· como servicio público (arts, 25.2 y. 2.1 de la
de telccomunicación qUr permite la emisión o tra~sl11isión de imágenes misma Ley), la emisión o transmisión d~ imág~ne~ realIzadas por
no permanentes, por n~dlO dc ondaselectromagndlcas propaga~as por instalaciones que cumplan 'los tres reqUISItos sIgmentes: no estar
cable, 1'01' satélite, por 1espacio sin guía artificial ° por cualqIll~rotro conectadas a redes exleriores,no utilizar dominio público ydesarrollar
medio. Sin peduicio e lo previsto en la p.rese~te Ley, ,el regilne.n la emisión en unámbi.to que no exceda de un vehículo, un Inmueble o
juridico de la televisión se regulará por su IcglslaelOn espeCIfica,. 3.No comunidad de propietarios, constituida de conformidad con loprevlsto
tendrá la considcració I de tclevisiónla emisión o transmISIón de en la Ley 49í1960, o una manzana urbana de .finc~s :;-o¡¡ndames.Asu
imágcnesorcalizadas por ins_tal~1cio!lesque sin ~onexión a rede.s exteriores vez' la calificación de 1;1 telev!Slón co'mo serVICIO pubhco no d~:nva solo
v sm utilIzar el domIllI publrco presten serVICIO en un vc!uculo, en un y c;'¡: primer lugar de !anorma G!.l~stionada, sino del ordenamiento.
inmueble ° en una com Inidad de propietarios constiluidade conformi" jurídico del sector globalmente consIderado_. .
dad con lo previsto en I Ley 49í 1960, de 21 de julio, o en una maT;lzana . En efecto, la televisión está declarada servI~io púbhco, sm d¡stmc!on
urballade fincas colind; nles. Asimismo, no se considerará telcvlslón la del medio técnico llm: utilice ni de los contemdos que transllHta. ASI se
mera reccpción de im igt~l1es para su transmisión, realizada en las establece cn la Ley -411980 del Estatuto de Radio y Televisión (art. L?)
mismas condicioll(~sem meradas en el párrakHHlterlOr,que Sr; regirá por y en la Ley de.Ordenación ocIas Telecol:nu-nícaciooes (mt. 2.!). \or lo
lo dispuesto en la iegisl ción de antenas eolectivas, nila transmisión de que se refiere concn;t¡HliCnt(~ a la tclcvlslOn propa&adap(}~ cable, la
imágenes realizada por '1 servicio final videote!efónico mencionado en misma ha sido calificada por el legIslador como serVICIO. de dtluswn .(mí,
el art. 13 de la prcscntt Ley.» 25.2 de la LOT) y por elLo como servicio público esencIa! de tlt\llandad

También ha de tel ersc presenle, para delimitar el objeto de la estatal (ar1. 2.1 de la LOT).De dicho régImen legal, que no ha Sido en
cuestión, que este proc .so constitucional tiene su origen eneI recurso modo álguno cucst¡on~.do 'por la Sala '". qua, se desprende cOll},oda
conkncioso-administralivo inlcrpu('Stopor tres tilU¡art~S de videos claridad .que lo ·que ¡rn¡m.le cUlltlr a íos tres tItulares de Hoeos
comunitarios de Huchra, al amparo de la Ley 62(1978, contra las comunitarios de Hudva que interpusieron el recurso eo~te¡~eiOSO-
resoluciones del GOber~l1.ador civil de la provincia en fas que se les administrativo, que dado origen a esta cuestión de m~onsütucronah-
requcría, a cada uno d' ellos, para que desmontasen el cableado que dad, no es tanto.<) es sólo que sus instalaci(mes U1J.hcendoml~Ho
atravcsaba bs vías públicas, de modo que. emitiesen sólo para la . público, sino que estén desarrollando una actividad a la que tambl~n .
mal.L.7ana de fincas colin al.ltes,.~ bien ú.lesmoniascn to.taJme.utc,e! videc." alcanza la calificación de público, pero cuyos modosdc gesnon
depndo de emlÍlr. Las res resolUcIOnes du 4 de mayo de 1989 son de no han sido por el legislador.
idéntico COntenido v eltellas se dice que esios videos comumlarlOS se Al respecto este declarado en la STC 12í1982 que «la
consideran lelcvisióíJ p, r cable, en aplicación del arto 25.2 de la LOT, configuración de la lelevisión comO servic.io público, aunque no sea una
"ya que laemisión o transmisión de ¡¡m.genes poresos cables se realiza ,)!irm~lción necesaria en nuestro ordenamiento jurídieo--politico, se
para un ámbito que e'(Cl.xle de! de UI1'l manzana urbana de fincas! ei1Cuentra dentro de los del legisladom y, muy rccicntemepte,
colindantes, uti¡i?'ár.ldos <::1. (.¡Om.inio 'público p.orque!os cables atravIC- que «la calificación de público es constituciorudmen1e kgUnna
s¡¡n las vlas publIcas, ¡¡cslendo!e aphcab!c la exe(opClQll dd punto 3 del desde el momen!;] en el legislador la conSidera ncccs"na para
mismo artículm>. En e' encabezamiento d(~ las se dIO" garantizar -en tÉrmino:; igualdad y deClividad.. . . dere-
también qucel cablerodol;dc los videos se extiende por calles cilos fundamentales (1(; la colectividad» (STC 2061 ¡ tmbargo!
y barriada de la rcspecI,iva zona. tales declaraciones cml'.,iitnciíHwlcs no implican m

Determinados, pues, :con estas precisiones, el tenol' del precepto de. pretenden significar, l:w que legitiman. . de
, . 1 ',a··tele'visión de como un serVlClO sirvanla LOT donde se inserta fl inciso cuestionado y el contemdo de os actos
,
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2.° La diferenciación entre la plena iicitud de los vídeos comunita­
rios qtie no ¡¡(ilicen el dominio público y la absoluta prohibición de los
que hagan uso de él, la más absilluta dc las difcrenciaciones deónticas.,
es una palmaria violación del art. 14 de la Constitución por la muy
simple razón de que el criterio de diferenciación es absolutamente
irraZOnable. Desde el primer momento de su actividad (STC 34/1981)
este Tribuna!, de acuerdo con una doctrina universalmente adoptada en
todos los países de nuestro entorno, ha sostenido que para ser con··
grucntc con el principio de igualdad, el criterio de diferenciación
empleado por el legislador ha de ser «razonable», no simplemente
objetivo. Perfectamente objetivo es, para usar un ejemplo célebre en la
doctrina, el criterio que diferencia a los vecinos de una misma calle
según' el número, par o impar, de las casas qúe habitan; pese a cIJo,
nadie. creo, consideraría ajustada al principio de igualdad una norma
que obligase a pagar impuestos a los vecinos de casas con número impar,
eximiendo de esa obligación a los que habitasen en los pares,

La razonabilidad del criterio ·empleado para la diférenciación
requiere siempre, y no sólo cuando la difereneiación es, como en este
caso, la que media entre licitud lotal y ab30luta prohibición, algo más
que la siempre «(objetividad,>. Cuando menos se necesita, confO ya
dijimos en nuestra STC 45/1989, que exista congruencia entre el criterio
y el fin perseg.uido por la norma y aquí tal congruencia ni ha sido
sostenida, ni ~e adivina por parte alguna. Ni la congruencia ni la
finalidad de la prohibición.~sta no puede ser, claro está, la de limitar
el número de quienes tienenaccesq a un mismo centro de difusión; pues,
como es obvío, el número de habitantes de una manzana formada por
grandes edificios contiguos excede, con mucho, al de vecinos de un
pueblo integrado por viviendas unifamiliares. Tampoco, csevidente, la
de impcdir el monopolio de¡Jna empresa emisora en un ámbito dado,
puesto que la existencia de una red de distribución no impide el
eSlablecimientode olras. Menos aún, por último, la de asegurar la .
utilización común o especial de! dominio público, que ya está garanti"
lada por las nOrl113S que establecen cl régimcn jurídico de éste. Se trata,
en definitiva, de IIna prohibición absurda, carente de toda razón de ser
en cuanto que apoyada en un .criterio absolutamente irralOl1able, que no
puede fundamentar diferenCiaCión alguna; tan absurda como la que
irl\pidi(~se ia apertura de salas einemalográficas cuya frecuentación no
estuviese n:stríngida a los vecinos de! mismo bloque de "iviendas.

3,° Laprohibieión viola también la libertad de comunicación que
garantizan los api.lrtados a) y d)de! art. 21 de nuesíra Coqstitución.

Esta libertad dc c'omunicación puede ser limitada, como hien se sabe,
para asegurar el respelo. de los derechos que se reconocen en el Título
1 yen especial al derecho al honor, a la iniinlidady ¡¡'la pro'pia imagen
ya la protección de la juvenllld y de la infancia. Pero, aun dejando de
lado, y no es poco dejar, que una cosa es la regulación limitativa y olra

LO Según la decisión de la que disiento, el inciso cuestionado se
limita a establcc(T <(r(:gímenes jurídicos distintos para actividades...
perfcctamente diferenciadas con arreglo a criteriOS objetivos}). Así es, si
así se quiere decir, aunque sobre la «objc1ividad» de los cnterios algo
habré de precisar después. Sucede, sin embargo, que la distinción
establecida comporta la prohibición pura y simple (i(, la «actividad
dilCrenciada») comil resulta inequívocamente de la conedón entre tal
inciso, el aparlado segundo dci mismo art 25 y la Ley 10/1988 dc la
Tclevisión Privada Ysu Plan Técnico Nacional. Es esta prohibición y no
un «vacío lega!;>, ni-lJna frase aislada en sí misma inocua, loque la Sala
de lo Contcnciüso-Administrativo (Sevilla) del Tribmial Superior de
Justicia de Andalucía ha sometido anuestra eonsideración porque es
esta prohibición la que se hace explícita cn las rl~soluciones administrati­
vas recurridas ante ella, resoluciones en las que, conadrnirable claridad
y, supongo, sin ironia alguna, se comunica a los destinatarios que la
televisión por cable necesita una concesión administrativa de otorga­
miento imposible.

Voto parlicular qucfímmtla d Magis/rado don Francisco {<ubio Uorente
a la Sel1lcncla diclilda e/1 la cue,l/ioll de illCOIlS/lilIciollolulad

nlÍmero 2.528/1989

Disicnto de la decisión adoptada por el Tribunal en la presente
cuestión de inconstitucionalidad ·que, a mi juicio, debió ser estimada,
declarando en consecuencia, como en ella se solicitaba, que la diferencia­
ción establecida entre los' vídeos comunitarios según que sus instalacio­
nes se reduzcan al interior de una manzana de casas contiguas o, por el
contrario, utilicen el dominio pÚblico, es contraria a la Constitución,
cuyos arts. 14, 20 Y 38 viola frontalmente.

Las ralOnes de mi disentimiento, brevemente expuestas son las
siguientes:

·rente.-Fernando C;'arcia~'h,1"on (_~onZÜ!tc-;Z¡"(1(~;Y;;I:~~;~Y;~;~~l;~I~J'c~!\~'S
Benaya:-;.-·Etig,cnio Díal EimiL-j\jjiguci H
Villa.- Luis Lúpez. Gucrra.-José
j\l!UlOs.-¡\.!varo Rodríguez
tlra.-Rubricados.

tmmdo la actividad dI.!
transmite mediante

de otro tipo no
público d;;; una

4.. Pero, dicho todo e lo, es c!aroqueen este; proceso constitucional
el Tribunal no puede pron niciarse sobre la legitírnidad constitucional de
lacalifíeación de servicio público. aplicada a la tcícvisión por cable de
aicanee local ni sobre el vado legislativo eXistente en cuanto a su
desárrollo; ya que amba son cuestiones que no sólo no han sido
plameadas por la Sala rí "oponente, sino que han sido expresamente
excl'lidas del planteamicn o de la cuestión de inconstitueionalidad. En
electo, lo que la Sala e Seviila propone es «la declaración de
inconstilucionalidad del únafo que literalmente dice 'sin utilizar el
dominio público' que se (ncuentra encl apartado 3.° del art. 25 de la
LOT por contrario.<1 los ¡ rts. 20 y 14 de la Constituciól1)>.

Planteada en tales términos la cuestión, el Tribunal ha derccha7,aria,
pues ni el inciso del art. 5.3 de la LOT, ni el precepto íntegramente
considerado, vulneran los ¡·ts. 14 y 20 de la C.E En e'uanto al pri,ncipio
dc igualdad (art 14), Sl invocación carw,' de consistencia y del
neccsano ténnino de com aración válido, ya que la.conexión con redes
exteriof(:s,el emplcci del d minio público y 1<, extensión de las emisiones
por encinia del ámbito fija '0 en !a Ley son Condiciones suficientes para
diferenciar una y otra acti vidad de difusión, Laiguaklad no impide la
existcncia de rcgítl1encs jUI ídicos distintos paraacüvídades, relacIOnes o
úm hitos perfcctarIlcnte dif reneíados con arreglo a criterios objetivos y,
a.!órtiori, cuando dicha di '~renciaeión sé incorpora en una norma con
rango de ley.

Por lo ,iue respecta al art. 20.1 a) de ¡ae'.E., la Sala proponente'
considera que el art. 25.3dt la LOT vulnera dicho preceplO por supone!
una limitacióninneccsari, a la Jibertaddeexpresíón, en cuanto no se
vislumbra un fundamemo e la misma que teliga ,u apoyo en los Iímiies
quea este derecho imponél· el apartado 4 del referido artículo, ni en una
lín.lit.ación de lana~l!ralez, del medio d9. eo. m.unil.·'aCjÓ~1 que se usa. Sin
embargO,la lmlltaclon que nace del ar!. 25.3 (h, la LOl no encuentra su
fundamento en la escasez l'e! medio utilizado. sino, como ha quedado
dicho, cnla consideración e que !aemisión di; irnágcnes que rebasa los
límites esta.bleCidl.)S c.n die! o prce~pto no es ya., vrdf:~). cc!mur...lita.rio, .sino
teleViSión calificada coml. serVICIO publlcooe élltuslOl1 y, como tal,
sometida a un régimen de intervención administrativa previa como, por ¡

otra parte, permite el ar1l JO. ¡ del Convenio Europeo de Derechos
HUll1al1os. Así pues, la preltcndida limitación a la libertad de expreSIón
a travésde este singular md:dio de difusión no proviene de la utilizacióu
dcl dominio público, sino de la calificación de la televisión por cable
como servicio público, cali Icación que, al no haber sido cuestionada por
la Sala proponénle, impide a este Tribunal, como antes se dijo, hacer un
juicio deconsl.ilucionalida l de la misma y conduce a la desestimación
de la cuestión de incóns¡itucionalidad planteada.

FALLO I
En atención a tedn lo 9xpues;o, el Tribunal CO!lstitueional, POR ~"A ¡

AtJrORIDAD Q1JE LE CONnERE LA lO'JSflflJC!ON DE LA NACION :'1
1.

ESPANOLA, I '

Ha decidido

Desestimar la cuestión ~e incollstitl;cionaiídad planteada por la Sala!
de io C0I11cl1cioso-Admini*lralivo del Tribunal Superior de Justicia de !
Andalucía (Sevilla) en relqcióncon el inciso «si!, Ulil¡zar el dominio I
público?> del -arL 25.3 de la ¡Ley de Ordenación de ¡¡'s Telecomunicacio-
nes. I

Publiquese esta sentenjia en el «Boletín Oficia! del Estado». 1

Dada en Madrid a uq de octubre de mil. novecientos noventa y 1I
uno.-Finnado.-francisco ¡fomás y Vai,ienle,·Francisco Rubio L!o,

I

dicha
¡,'ieVJ~¡V3 tiene ,~nlpk

n·i) cabe cxci~tir

para legitimar f,\ dccj¡!lrw~jó!n

televisión de esas earadel ísticas.
Pero, incluso admitie. do en hipótesis kgitímidau constitucional

de la conliguración de ia televisión por como un servicio público,
este Tribunal ha declarad. que didm cal¡¡1cación no es una etiqueta que
una vez aplicada ¡jI medio permita cualquier regulación de la misma, ya
que hay cn juego dereeh s subjetivos -!m; de cOlnunicar libremente el
pensamiento y la inform ción- que la publicntio limita y sacrifica en
favor de otros derechos, ero que no puede en .modo alguno eliminar
(STC 20ó/ l 9(0). El propi( Tribunal, en más de una ocasión, ha señalado
algunas de las condicion' s que hace conSl!ludona!mente legítima la
regulación (k esta activid¡ d comoscrvi(Ío público., lo que significa quc
una 1cgislacion como la actual que impide, al no preverla, la emisión de
televisión dca!cance local y mediante cable podría ser contraria, no sólo
al art. 20 de la CE. tal yomo ha sido irHerprdado por este Tribuna!,
sino también <1. los derec lOS y valores .(ónstiwcionales cuya garantía
justiíica para, el legislador a configuración de la lelevisión como servicio
público, con ia consiguien e vulneración del principio de interdkción de
la arbitrariedad consagra, o en el art. 9.3 de In Constitución.
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la prohibición lisa y llana, también es evidente que tampoco en la
necesidad de protege I estos bienes constitucionales puede buscarse
fundamento alguno pal'a la 'prohibición de las transmisiones televisivas
por cable que excedan de los límites de una manzana.

No se puede ni siql iera imagi;¡ar que con esa prohibición se intente'
preservar el honor, o 1, intimidad o la imagen de nadie, pues nadie; que
se sepa, se ha qllt~ad, de ello, ni puede justificar esa preservación la
prohibición, a priori. de una actividad de comunicación que podría ser
utilizada para lesionar '1 derecho dc otros. La prohibición constitucional
de la censura previa (ar!. 20.2) impide. a.kniori. declarar fuera de la Ley
un género de medios (e comunicación en cuanto tal.

Podría pensarse qtl" como a veces se afirma, la razón de ser de la
prohibición está t'n la nceesidad de proteger a la juventud ya la infancia
frente a los estragos d' la pornografía, pero tampoco este argumento
resiste la más mínirna crítica. En primer lugar, claro está, porque una
cosa es regular el conte údo posible de los mensajes y otra bien distinta
prohibir que se difun. a nK'nsaje alguno. Pero es que, además, ni se
adviene qué razón pucHeabonar la necesidad de proteger a los niJios o
a los adolescentes de IJi espectáculos pmnográfieos que les vienen del
otro,l,ado de i,a ~alle, dejlálld01C),s abso,'llltalne,ntc o'"es'PI',otef.\ido.s fi'cnte,' a los
que proceden oc otra e sa de la llllsma acera. ni autonza la naturaleza
del medio a protección de clase alguna. Las transmisiones de imágenes
por cable sólo pueden r cibirse en el domicilio de los abonados y dentro
de él, son los padres y 10 el Estado, quienes debcn decwir lo que a los
menores ha de prohibi se.

4.° Por último, ia ~rOhibiCión infringe también, en mi opinión, el
dcrecho a la libertad d' empresa que como derecho fundarilental, esto
cs. como derecho cuyo ejercicio ha de ser regulado por la Ley «que en
todo caso deberá re,'spet l' su conteni,do esencial», eonsagl,'a el artículo 38
de la Constitución. '

Es c'ierto que est' ,artículo no ha sido invocado por la Sala
proponente, pero el art 39.2 de núestra Ley Orgánica nos autoriza para
fúndar la declaración de inconstitucionalidad en la infraceión de
cualquier precepto con, titucional, haya sido o no invocado en el curso
del proecso, ya mi jui io, como digo, es también flagrante la violación
dcl derecho a la libert d de empresa.

Esta libertad no i lpide, desde luego, como ya dijimo~ en STC
83(1984, la regulación el ejercicio ddasdistintas actividades empresa­
riales, ni la publica/io e algunas de ellas, de manera que su ejercicio
requiera de una previa autorización -administrativa.

Aunque, como es o vio, la sustracción deuna determinada actividad
empresarial del ámbitc de la plena libertad mediante su publiticaeión
sólo es posible cuand esta restricción del derecho fundal~len!al se
justifique por la necesi ad de pl:eservar otros dereehosconSlJ~l!ClOnal­
mente protegidos y se' proporcIOnada ,¡I esa neceSIdad, tamblen cabe
aceptar que las erÍlpres s de televisión puedan quedar s0J.11etldas a un
rc'gimen de autorizació, previa, como efectivamente autonza a hacer el
Con vcnio de Roma (alt. 10.1).

Para poder juzgar' e la licitud constitucional del régimen jurídico
que impone la necesidad de autori,zación es imprescindible. sin
embargo, como es obv o, que sea posible conseguirla. ,:

Cuando tal posibili ad no existe, como' es el caso aquí, es inútil
argumentar sobre la e entual licitud de un régimen de autorización
previa. pues no es tal un sistema de prohibición total. Es elaro que,
considerado en su totali ad, el régimen jurídico de la televisión, permi.te,
desde la Ley 1O( 1988, a autorización de algun.as empresas de ámbIto
nacional, pero, a mi jui 'io, de ahí no puede extraerse conclusión alguna

emisiones de ámbito ocal; menos aún en lo que concierne a las
emisiones por cable y . bsolutamente nada, por último, en lo que toca
a la absoluta permisivi ad con la que se adm,ite la televisión por cable
/i"agmentada por man anas y la total prohibición de esta misma
actividad en cuanto en za la eaHe.

En defini,tiva y par concluir, entiendo que la cuestión debió ser
considerada /010 sys/cm te pcrspecto, como la propia Sentencia de la que
disiento afirma y que, a no hacerlo así, el Tribunal no ha comprendido
correctamente el senti o de la cuestión que se nos planteaba y ha
d(;saprovechado la ocasión de resolver un problema de gran trascenden­
cia social.

Madrid, a tres d' octubre de mil novecientos noventa y
uno.-Firmado.-Francis<6 Rubio Uorente.-·Rubrieado.

Va/o particular quc[ol'!l ula el Magistrado don Migue! Rodr(f{u('z~Pil¡ero
y 1Jravo-Ferrcr en la cuestión de illcons/I!ucionalidad 2.528í1989

Estoy en dcsacuerdl con la opinión mayoritaria del Pleno, por
estimar que existe una inconsistencia entre la afirmación del funda­
mento jurídico tres,' de que es preciso examinar el art. 25.3 LOT in
ill Icgi'u 11I, yel fundamento jurídico cuarto, según el cual en estc proceso
constitucional el Triburl,al no puede pronunciarse sobre la legitimidad
constitucional de la e,pilíeaeión de servicio público aplicada a la

,

29

televisión por cable de, a!cance local, ni sobre el vacío legislativo
existente en cuanto a su des¡¡rrollo.

No cabe olvidar que el preccpto legal, al establecer una excepción en
favor de los vídeos comunitarios en sentido estricto, al mismo tiempo
dejaclarocl sometimiento de otros vídeos comunitarios, como técnica­
mente eorrespon'de, al régimen jurídico de la televisión por cable. El
problcrna constitucional no io plantea este sometimiento, a mi juicio
constitucionalmente impecable, al' igual que lo es el uso legal para ello
del criterio de la utilización del dominio público, sino el efecto real que
produce la innovación legislativa establecicla en el art. 25.3 LOT, la
ilegalidad sobrevenida cleo '.!lU ¡¡ctividad que antes de In LOT había
recibido alguna eobertur¡l jurídica por parte de la jurisprudencia (entre
otras, SSTS de 17 de noviembre y 11 de diciembre de 1986; 2¡ dc
febreró;'6, 7, 10 y 13 de marzo, 21 de abril y 10 de julio de 1987).

En cOl1sceuenéia el precepto, dentro del contexto de la normacion
aplicable al medio, implica, no la mer,l sujeción a una concesion
,¡dll1inistrativa, que unC'Íudadano pudiera obtener en condiciones de'
iguald;ld con otroS, sino una, prohibición de esa actividad, que es
ejercicio de los derechos reconocidos enel ar!. 20 C.E., mcdida legal que
exigiría el rango de Ley Orgánica, y adem,ís razones justificadoras de esa
limitación dentro de unasociedad democrática. En mi opílliónpuedc ser
compatible con el precepto constitucional, a~!llque no sea la única
opción posible, la considéraeión de servicio público y el sometimiento
de la emisión televisiva a un régimen de intervención administrativa
previa, pero ello siempre que existan razones qüe justifiquen sulicicnte_
mente d sacrificio o la restricción dciderecho fundamental. Lo que no
considero constitucionalmente justificado es el resultado último a que
lleva el ar!. 25.3 LOT, la prohibición deemisionestélevisivas de carácter
local y por cable, sobre lo que debería habcrse pronunciado el TribunaL

Madrid, a tres de octubre de mil novecientos noventa y
ul1o.~Firmado.-Miguel Rodrígllez-Piiicro y Bravo-Ferrer.~Rubricado.

Votoparticljlar que fonnula el Magistrado don Luis López Guerra él la
Sentenda dictada en la Cuestión de lnconslitucionalidad núm. 2.528í1989

Discrepo de la resolución dada por el Pleno de este Tribunal a la
cuestión de inconstitucionalidad núm. 2.528( 1989, que. en mi opinión,
debería haber sido contestada positivamente, estimando que el inciso
"sin utilizar el dominio público»; del art. 25.3 de la Ley 31/1987,
vúlnera lo dispuesto en el art. 20.1 a) de la Constitución, que garantiza
el derecho a "expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y
opiniones».

Mi discrepancia parte, primeramente, de la consiclel'aeióll de que la
emisión de programas de vídeo comunitario constituye, sin duda, Ull
ejercicio del derecho mencionado que protege la comunicación, por
cualquier medio de reproducción, de pensamientos, ideas y opiniones;
derecho que no puede separarse de la emisión de programas de
entretenimiento, información, o de otro género, como suelen ser los
incluidos en los vídeos comunitarios. El canícter unitario de la expresión
huniana (que comprende, en un mismo enunciado, elementos de
información, opiniones, y creación artística) hace imposible aislar de la
libertad de expresión manifestaciones concretas como la emisión de
películas, o de espectáculos de cualquier tipo.

Pues bien, la regulación lcgalde la -televisión viene a limitar
considerablemente el' ejercicio del dcrechó citado, sin cobertura, o
habilitación constitucional para ello. En efecto, baste recordar que a)
ellandolas instalaciones de vídeo eomuJiitario utilicen dominio público,
quedan inmediatamente incluidas, ex art. 25.3, Ley 31(1987; en la
categoría de <\televisión»; b) la televisión tendrá siempre la considera­
ción de servicio de .difusión (art. 25.2, misma Ley), 'Y la prestación en
régimen de gestión indirecta de estos servicios requerirá concesión
administrativa (arl. 25:1, Ley citada), y e) la única regulación existente
respecto a la concesión de servicios de televisión es la contenida en la
Ley 10/1988, de Televisión Privada, que restringe las concesiones a tres,
para la emisión ,de programas de cobertura nacional, a realizarse por
sociedades anónimas. En otras palabras, para los vídeos comunitarios
que utilicen d dominio público (mediante cables aéreos o subterráneos
en suelo urbano, como en el supuesto de la cuestión, 2.528(89) se
requiere concesión administrativa, pero no se prevé ni se habilita quién
ha de concederla. ni en qué condiciones. No es sorprendente, por tanto, '
que la resolución del Gobierno Civil de Huelva en el caso que nos ocupa
estimase que, al cruzar los cables del vídeo comunitario la vía pública,
y por ello necesitar concesión administrativa, no fuera «factible el
otorgamiento por razón del tipo de instalación».

Nos hallamos, pues -y.en esto concurro con el,Ministerio Fiscal ..
ante una laguna legal, pues nada se ha previsto respecto del tipo de
comunicación que representan los vídeos comunitarios que, utilicen
dorninio público. Ahora bien, esa laguna legal viene, de hecho, en el caso
quc ha dado lugar a la CUC,sÜÓI1, y a la vista de las resoluciones del
Gobierno Civil, a imposibilitar el ejerciciO de un derecho fundamental,
sin suficiente cobertura constitucionaL La consideración de dominio
público de un medio, escaso como el espacio radioeléctrico (STC
12( ¡982, asunto «Antena 3, Sociedad Anónima») puede legitimar, para



CORRECC10N de errores 1'11 el texlo de la Sen/encía
l1Iíll1cro 130/1991, de 6 dcjunio, de! Trilmual ConstituciO­
nal, publicada en el suplcll1cnto al íu']o/ett'n ()jiciar dc!
Eslado>1 mímero /62, de <'1 de julio de 1991.

CORRECC10N de elTOIes elí ti texto de la Sentcncia
l1límefO 129/1991, de 6 de junio, de!Trilnmaf Constilucío·
JUJ!r jJubhcada en el suplen¡ento al ({Bo!etin Ofú~ial del
Es!ado» mímel'O 162, de 8 c/C' juíiu de 1991.

CORRECC/ON de errores el1 el tO:lO de fa Senlencia
¡¡¡ímero 131/1991, de 17 de junio, del Tribuna! Constitucio­
nal. publicada en el sup1CIlli'1l10 a! (Boletti¡ (~ficial del
E\lado» nlÍmero 162, de 8 de julIO dI' 1991.
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Advertidos rITmes en el texto de la Sentencia número 129/1991, de
6 de junio, del Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento ai
«Boletín Onciaf del EstadOi' número 162, de 8 dr julio de 1991, se
transcriben .f ccmtínüación las oportunas correcciones:

<d-Joldín Oricia! del ·Estadm} núm(;ro 162, de 8 de julio de ! 991, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

;\dvertídos errores en el texto de la Sentencia número ¡30! 1991, de
6 dc ju·nio., del Tribunal Constitucional, publicada cn el süplcmento al
«Bülclín Oficial del Estado» número !62, de 8 de julio de 1991, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la púgina 30, primera columna, párrafo 6, línea 7, donde dice: «el
Ahogado del Esiado, RodrígucZ», debc decir: <d ¡\bogado cid Estado,
don Carlos Salvador Rodrígucz».

En la página 3 1, segunda columna, párra!,) 6, linea 2, donde dice:
«sci1or Urrutia Ricll,», debe decir: «serlO1' Urquiza Ríeu,'"

En la página 32, primera columna, párraío 5, línea 2, donde dice:
«Universidad de Va1cncia», debe decir: «Universitat de Valencia».

En la página 32, primera eolul11J1a, párrafo 5, líneas By 9; donde dice:
<da Generalidad Valenciana», .debc decir: «la Gencnilital Va!encimÍ<m.
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En la página 29, primera columna, párrafo 1,línea 2, donde dice: «de
las partes :J fin de que puedan", debe dec;r:«dc las partes personadas ¡J
fin de qucpuedan»_

En la págin<l 29, primera columna, párrafo 2, línea 11, donde dice:
o({Enjuiciarniento Cr~rninai que regulan el ¡KCf~SOj,}-, dcbe aerir: {{Enjuicia~

nliento Crinlinal que reglan e1 acceso}}.

Adveríidos errores en e texlo de la Sentenóa número 120/1991, de~
3 de junio, del Tribunal e nstitucionai, publicada en el suplemento al
«Boletín Oficial del Eslad » número 162, g de julio de 1991, se
transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la página 10, segunul columna, párrafo 3, Jínea 4, donde dice:
«que garanticC), debe dccil:«que garantiz¡m..

En b página 11, segun a co!umna,párraJo 4, línca 8, dónde dice:
«retablccicndo», debe decil: «restab!ecicndrl>'.
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(krechos de otros, la del de la libertad de
eX1Jn;si':'J! rl1cdiantc cmisilncs por a existencia de una

ordenadofJ de! I nled~o, Pero ei donlinio público a que 'se
el artículo cucstiol1:fdo, en el Sllpucstoque ha dado lugar (\ la

cucs1}ón j es la vfa púbiíca, 9ifíciln1c~tec5!irFJabJc, a .este slJpnest~, :~omo

l,l.n b,.lcn esr,.aso; y no en(,'ue~'tro razon suj¡Cle¡¡teal~unapar,a c~ns~1c,mr
que el C!(;l"CIc!O de un derecho fundamental, como <;;1 recogido en ,',1 art.
20.! al ·C.E en su. manifeiación de emisión de programas de vídeo
comuáitario, deba quedar impedido, o en suspenso, hasta que el.
kgi:;!ador estime oportuno egularlo. Pues una cosa es la convenicntey
opor,una regulación de la utilización del dominio público mediante
cabks aéreos o subtcrrán os, '/otra cosa rnuy dfshnta obsta~:uhzar

Qccisivanicnte el ejercicio dc la libertad de expresión en tanto tal
. re<:ulación se .produce, cu ,!ido el lraZ3do de cables para el vidco
cóí1l'Jiúario no implica, por sí y ol'dinariamenk; restriccioncs al
duccho de expresión de lo. dernás, ni agotamiento de nn medio escaso
de comunicación. .

E'l¡'l,-";lJ que se cuest;u la, pues (<{sm utiim:r el dominio publico;»,
vicl1c, an'e l~ ausencia de rCfillación legal, a impo'lbililar (dl:sproporcio­
nad~mCille .e'pcno a los po<ibles bicnc, (l mkre,rs a tener en cnenta)
el cj,;lel('1O de un dcrc-chu fundamental. Sin ne"ar la convcmenCla dc una
regn/aClón de ]¡¡ materi", eS.lIno, por 1.0 señalado. que. has1a que ésta se
plodil.:C!1. HU cabe sUJdar al. r";~imeJ¡ de .c0nccsIón p¡ev¡stC! ~ara la
te!(,vlsinn, a los vídeos C<)l~1unltaj'¡osque util.cen d,~0ll1ll1l0publico, en
lo', tf'nnll1os del art. 25 (J la Lcy, pucs ello Implica la supreslOn del
(!crechc, del art. 29.1a) CE.t siendo la [(jl mula pn"'puesta por el TI ibullal
SlljJlcn~o de 111",1\(w dc Al da1ucla, la malwra mas Simple y dIrecta de
e\ '1[,r la! SUf" e,ión. En con ce lIcnc\a, esll11'0 que el mClso citado d,'beria
ser ('ül1sidcrado inconstitllt ional y nulo

~,II¡g.illd. a tres de etubr:: de m'¡ novecicl!tos noventa y
uno.-Firmado.-Luis Lópe~lGucrra.·-Rubl icado.

26658 CORRECc/( N dI' I'ITorC's en el texto de fa Sentencia
número 120/1 (191, dI' 3 dc)unio; cid, Tri~tllJa.r COI}.S!!li.tcio­
na!. publicad 1'/1 el SUple1l1Ci¡¡U (11 «Bolet 111 ()/Iual dd
ESladm> 11/ÍlIuro 162, de 8 de julio de 199 l.

Advertidos errores cn el texto de la Sentencia número 13 ¡/ 1991, de
17 de junio, del Tribunal Constitucional, publicada en el suplemento al
«Bolclin Oficial dd Estado» nül11ero ! 62, de 8 de juiio de ¡991, se
transcriben a continuación las oportunas corrccciones:

Advertidos en el tcxlo de la Sentcncia número 132!l99L de
17 de junio. del Constitucional, publicada en el suplí'omento al
«Boletín (Jücial dei ESl3dú» nünlcro' 162, de 8 de' juhode 1991, se
~rHnsc'ribcn';a contjnuación las oportunas' corrccdol1es:

En la página columna, párrafo 3, línea 3. '(londc dice:
«Tribunal de de Argel soliCitando,», debe decir: "Tribunal de
Ape!ación de solicitado,/). .

En la página prin-lcra cohul1r:!tl, párra~o J hnen'l; donde ,dice:
(<{posición pr{)ccsbJ.) debe ('icctr:«posidón procicSélh).

En !a página 36, segunda colúmna, párrafo 6, línea ¡ 9, donde dice:
«a que se porcGda», debe decir: «3 que se proceda».

En la página 36, segunda columna, párrafo 9, línea 4, donde dice:
«núm. 1¡ 12/1987,ii,dche dccir: «núm. 1122/1987,)).

En Ir¡ pftgina 37~ segunda' co'hfrnna, párrafó 2<, linea 5, donde dice: ({a
iimitc,,:dcbc decir: «a limil1Cii.

CORRECCION de errores en el {exto de fa Scntl'!1cia
nlÍmero 132/1991, de 17 de/linio, de! Tribuna! COlJStitllcio,
na!, publicada el1. el SlIp!C!II('II/O al. «BoIett'n (Jlida! del
ESladw) número 162, deS de julio de 1991.
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26659 . CORRECClON de errorcs en d texto d" la Senll'ncia
míml'ro 121/íI991. de 3 de junio. de! Tribunal Conslitucio­
nal. jJuhlicad4¡ I'n el suplemcnto al (,Bofe¡fn Olicial del
Estado» mim1'FO 162, de 8 de julio de 1991.

Advertjd~)s errores e~ ~II texto de la Sellte¡~cj;J.. número 12}/1991, de
3 de IUlilO, oel TrIbunal c.onStliuclOnal, publlcada en el suplemento al.
«BoletinOficial del Estad!'» número ]62, de 8 dejuliü de 1991, se
lranscriben a continuación las opottun::¡s com;cciones:

En la página 12, segun a Coiultli1a, párrafo 1, línea 1], donde dice:
«exigido por el art. j», de~e dccir: (-(exigido ¡101' el art. 2.°».

En la Pcig.,.ina.'J2, scgun [.,1 colul11na,párra,fo 3,. línea 1, donde dice:
«hay que destacar», dcbe ceir: «hay que descartar». I

En la página 13, prime'a columna, párrafo 4, línea 9, donde dice:
<<.íurídi.cos de los que se Iijni(.,m, debe decir- <<jurídicos e.n 10,$ que se I
¡imiten>. ,

En ia página j 3, prime'ja columna, párrafo 4, línea 23, dm~;de dice:
«la legislación aplicable es, ll!eriom, debe decir: (da legislación aplicable I
es iJ anterior».

¡ 1
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26660 CORRECClqv de eITi}f('S NI el 1;'x!o de la Scntencia (

número 128/1\191, de 6 de! Trib,/t,I1I1! c:onSliIU(fO'¡
nal. publicada en d al "Ho!etfn Of¡cial del

. , 1:"slodo» l1/Ím~lro 162, de 8' de del 99}. '1l..·.
AdvertíClOs errores en ell texto de b i"wm.ero 128/1991, de

6 de junio, del Trihunal CrstitUdOn¡¡¡, publk!iJda eurl supkmenlo al

I


